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SUMILLA: Cuando en el proceso se presenta una prueba 
científi ca de ADN que guarde una relación directa con el 

hecho principal que se pretende probar, ésta debe actuarse 
en sede de instancia y en tiempo oportuno así como efectuar 
su valoración previa a la emisión de la sentencia.El juzgador 

no puede sentenciar si no se ha efectuado la actuación 
probatoria de cicha evidencia científi ca 

SENTENCIA DE CASACIÓN  

Lima, diecisiete de febrero de dos mil dieciséis.-  

VISTOS; el recurso de casación interpuesto por la defensa 
del encausado Melecio Gaudencio Carrión Quito, contra la 
sentencia de vista del dieciséis de mayo de dos mil catorce 
-fojas doscientos cincuenta y siete del cuaderno de debates-, 
que confi rmó la de primera instancia -fojas ciento cuarenta del 
cuaderno de debates- del veinticuatro de marzo de dos mil 
catorce, que lo condenó como autor del delito contra la libertad 
sexual, en la modalidad de violación sexual, tipifi cado en el 
primer párrafo del artículo ciento setenta del Código Penal, 
en agravio de la menor K.M.M, y le impuso seis años de pena 
privativa de libertad efectiva.

Interviene como ponente el señor Juez Supremo Pariona 
Pastrana.

I. ANTECEDENTES

1.1.  imputación fi scal

Según la imputación fi scal, el veintiséis de agosto de dos 
mil once, en circunstancias que la menor agraviada de iniciales 
K.M.M. (diecisiete años de edad), caminaba sola por la carretera 
en el sector denominado Cuta Quenua de la Puna del caserío de 
Tambillos, a fi n de recoger los ganados vacunos y ovinos de sus 
padres, fue interceptada por el encausado Carrión Quito, quien la 
cogió de la cintura y a la fuerza la llevó hacia la parte baja donde 
hay pastizal, tumbándola, y tras amenazarla mantuvo relaciones 
sexuales vaginales, repitiendo lo mismo luego de quince minutos. 
A consecuencia de ello, la víctima quedó embarazada y dio a luz 
el día quince de junio de dos mil doce.

II. ITINERARIO DEL PROCESO

2.1. Por sentencia del veinticuatro de marzo de dos mil 
catorce -fojas ciento cuarenta del cuaderno de debates-, se 
condenó a Melecio Gaudencio Carrión Quito, como autor del 
delito contra la libertad sexual, en la modalidad de violación 
sexual, tipifi cado en el primer párrafo del artículo ciento setenta 
del Código penal, en agravio de la menor K.M.M, y le impuso 
seis años de pena privativa de libertad efectiva.

2.2. Dicha sentencia fue impugnada por el encausado Melecio 
Gaudencio Carrión Quito. En mérito a su recurso de apelación, 
la Sala Mixta Transitoria Descentralizada de la provincia de 
Huari emitió la sentencia de vista del dieciséis de mayo de dos 
mil catorce -fojas doscientos cincuenta y siete del cuaderno de 
debates- en el que confi rmó la sentencia de primera instancia del 
veinticuatro de marzo de dos mil catorce, que condenó al citado 
encausado como autor del delito contra la libertad sexual, en la 
modalidad de violación sexual, tipifi cado en el primer párrafo del 
artículo ciento setenta del Código penal, en agravio de la menor 
K.M.M, y le impuso seis años de pena privativa de libertad efectiva.

2.3. Contra la citada sentencia de vista, el encausado Melecio 
Gaudencio Carrión Quito interpuso recurso de casación mediante 
escrito de fecha dos de junio de dos mil catorce -fojas doscientos 
setenta y ocho del cuaderno de debates-, invocando el inciso 
uno y cuatro del artículo cuatrocientos veintinueve del Código 
Procesal Penal, referido concretamente a la violación de la 
garantía constitucional de carácter procesal o material -presunción 
de inocencia-, derecho a la prueba pertinente y falta o manifi esta 
ilogicidad de la motivación cuando el vicio resulte de su propio tenor.

2.4. Mediante resolución del tres de junio de dos mil catorce 
-fojas doscientos ochenta y nueve del cuaderno de debates- 
la Sala Penal de Apelaciones concedió recurso de casación 
al recurrente Melecio Gaudencio Carrión Quito y ordenó se 
eleven los actuados a esta Suprema Sala. Mediante Ejecutoria 
Suprema del cuatro de febrero de dos mil quince -fojas sesenta 
y cuatro del del cuadernillo formado en esta instancia- este 
Supremo Tribunal declaró bien concedido el recurso de casación 
interpuesto por el recurrente, quien invocó las causales uno 
y cuatro del artículo cuatrocientos veintinueve del Código 
Procesal Penal, por la presunta vulneración de la garantía 
constitucional de carácter procesal o material, presunción de 
inocencia, derecho a la prueba pertinente así como la falta o 
manifi esta ilogicidad de la motivación de sentencia.

2.5. Ahora, cabe precisar que si bien este Supremo Tribunal 
declaró bien concedido el recurso de casación interpuesto 
por el recurrente, por el primer numeral del artículo 427° del 
Código Procesal Penal, vinculándola con la causal primera y 
cuarta del artículo 429° del texto procesal penal; no obstante, 
al realizar una lectura integral del expediente materia de autos, 
esta Suprema Instancia considera conveniente desarrollar 
doctrina jurisprudencial, respecto a: “la necesaria realización de 
la prueba científi ca de ADN, su actuación en sede de instancia 
y su valoración previo a la emisión de sentencia”, en atención a 
lo establecido en el inciso primero del artículo 432° del Código 
Procesal Penal; por lo que, al advertirse la necesidad de desarrollo 
de doctrina jurisprudencial, en cuanto a este extremo, corresponde 
vincularla con el primer inciso del artículo 429 del citado texto legal.

2.6. Deliberada la causa en sesión secreta y votada el día de 
la fecha, esta Suprema Sala cumplió con pronunciar la presente 
sentencia de casación, cuya lectura en audiencia privada -con 
las partes que asistan-  se realizará por la secretaria de la Sala 
el diecisiete de febrero del presente año a horas ocho y treinta 
de la mañana.

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO:

3.1. Respecto al ámbito de la casación

3.1.1. Conforme se estableció en la Ejecutoria Suprema 
del cuatro de febrero de dos mil quince -fojas sesenta y 
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cuatro del cuadernillo formado en este Tribunal Supremo-, fue 
declarado bien concedido el recurso de casación interpuesto 
por el condenado Melecio Gaudencio Carrión Quito, por las 
causales contenidas en los incisos primero y cuatro del artículo 
cuatrocientos veintinueve del Código Procesal Penal; por tanto, 
los motivos de casación se centran en la inobservancia de la 
garantía constitucional relacionado al principio constitucional 
de presunción de inocencia, derecho a la prueba pertinente y 
falta o manifi esta ilogicidad de la motivación, cuando el vicio 
resulte de su propio tenor; así como al desarrollo de doctrina 
jurisprudencial, respecto a: “la necesaria realización de la 
prueba científi ca de ADN, su actuación en sede de instancia y 
su valoración previo a la emisión de sentencia”, en atención a lo 
expuesto en el apartado 2.5 de la presente resolución.

3.1.2. Sobre estos puntos el recurrente Melecio Gaudencio 
Carrión Quito, sostiene que: i) Se ha inobservado las garantías 
constitucionales, pues se vulneró las reglas de la ciencia y 
la lógica jurídica, al no actuarse los resultados de la prueba 
genética de ADN para determinar si producto de la violación 
sexual procrearon un hijo, vulnerándose así la presunción de 
inocencia y el derecho a la prueba pertinente;y,  ii) La sentencia 
carece de una investigación sustancial y actividad probatoria, 
al no existir una respuesta razonada, motivada y congruente 
de la acusación fi scal, más aún si tenemos en cuenta que la 
agraviada indicó haber sido abusada sexualmente en fecha 
incierta, quedando embarazada producto de la violación; y, 
según lo indicado por el Ministerio Público la violación sexual  
se perpetró  el veintiséis  de agosto de dos mil once, sin 
embargo dio a luz el quince de junio de dos mil doce, esto es 
diez meses después, lo que evidencia científi camente que el 
encausado no perpetró el delito, ya que dadas las fechas, su 
embarazo debió ser a fi nes de setiembre o inicios de octubre 
del año dos mil once.

3.1.3. A lo anterior expuesto, corresponde a este Tribunal 
Supremo, como  garante y protector, el control de las 
garantías constitucionales cuando se alega vulneración de la 
presunción de inocencia, se concreta, en realidad, en verifi car 
si la respuesta que ha dado el Tribunal de Apelación ha sido 
racional y ha respetado la doctrina de esta Instancia Suprema 
sobre el alcance de la motivación y las alegaciones sobre la 
existencia de prueba en forma racional, es decir, con sujeción 
a las reglas de la lógica, a las máxima de la experiencia y a los 
conocimientos científi cos.

3.2. De los motivos casacionales: inobservancia de las 
garantías constitucionales relacionado a la presunción de 
inocencia, derecho a la prueba pertinente- prueba científi ca 
de adn, así como la  falta o manifi esta ilogicidad de la 
motivación

3.2.1. Antes de referirnos en concreto al caso de autos, 
es necesario tener en consideración que el proceso penal 
está revestido de diversas garantías de reconocimiento 
constitucional que busca no solo otorgar al encausado un 
marco de seguridad jurídica, sino en última instancia mantener 
un equilibrio entre la búsqueda de la verdad material y los 
derechos fundamentales del imputado, los cuales constituyen 
un límite al poder punitivo estatal, cuya protección y respeto no 
pueden ser ajenos a una justicia penal contemporánea. En tal 
contexto, las garantías constitucionales del proceso penal se 
erigen como límite y marco de actuación de la justicia penal.

3.2.2. En ese orden de ideas, el derecho a la presunción de 
inocencia alegado por el recurrente, es un derecho subjetivo 
del ciudadano, la misma que despliega una doble vertiente: 
temporal y material. La primera parte radica en una verdad 
inicial, la inocencia del procesado, que no se destruye hasta 
que su culpabilidad no haya quedado establecida en sentencia 
fi rme; y, la segunda, radica en que a partir de la presunción 
inicial de inocencia, la condena sólo puede fundarse en una 
prueba plena o prueba indiciaria sin contraindicios que acredite 
fehacientemente su culpabilidad, por lo tanto enerve dicha 
presunción, y si no se produce aquélla deberá  absolvérsele de 
la imputación penal.

3.2.3. Así, en el Informe elaborado por el Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas de los Derechos Humanos en 1984 
para la Asamblea General sobre el estado de aplicación de 
los derechos consagrados en el Pacto, resumía dicha doble 
efi cacia, al sostener que “Por razón de la presunción de 
inocencia, la carga de la prueba corresponde a la acusación 
y el acusado tiene el benefi cio de la duda. No cabe presumir 
culpabilidad alguna hasta que la acusación haya sido probada 
más allá de cualquier duda razonable. Además, la presunción 
de inocencia implica el derecho a ser tratado de acuerdo 
con dicho principio. Constituye, por tanto, una obligación de 
todas las autoridades públicas de abstenerse de prejuzgar el 

resultado del proceso”.
3.2.4. Asimismo, el artículo 2°, inciso 24, literal e) de 

nuestra Carta Constitucional al sostener que “Toda persona 
es considerada inocente mientas no se haya declarado 
judicialmente su responsabilidad”. Ello supone, en primer lugar, 
que por el derecho a la presunción o estado de inocencia toda 
persona es considerada inocente antes y durante el proceso 
penal; es precisamente mediante la sentencia fi rme que se 
determinará si mantiene ese estado de inocencia o si, por 
el contrario, se le declara culpable; mientras ello no ocurra 
es inocente; y, en segundo lugar, que el juez ordinario para 
dictar esa sentencia condenatoria debe alcanzar la certeza de 
culpabilidad del acusado, y esa certeza debe ser el resultado 
de la valoración razonable de los medios de prueba practicados 
en el proceso penal. 

3.2.5. Es por ello que, la tutela del derecho a la presunción 
de inocencia está dentro del ámbito casacional, a efectos de 
establecer si ha existido una actividad probatoria de cargo, 
practicada con las debidas garantías, sufi cientes para desvirtuar 
tal presunción.

3.2.6. En ese sentido, el derecho a la presunción de 
inocencia se vincula directamente con la actividad probatoria en 
cuanto exige, para la emisión de una sentencia condenatoria, 
que el órgano jurisdiccional, sobre la base de la prueba de 
cargo aportada, alcance el convencimiento respecto de dos 
cuestiones fundamentales en el proceso: a la acreditación de 
un hecho, a través de la prueba practicada, y a la participación  
en el mismo de una persona a la que se le imputa la comisión 
de ese hecho delictivo.

3.2.7. Por lo dicho, cualquier denuncia de afectación a la 
presunción de inocencia habilita a este Tribunal Supremo a 
verifi car solamente si existió o no en el proceso penal actividad 
probatoria mínima que desvirtúe ese estado de inocencia 
(valoración objetiva de los medios de prueba). 

3.2.8.  Respecto al derecho a la prueba pertinente, este 
derecho garantiza a las partes la obligatoriedad del juzgador 
de atender a sus solicitudes de prueba ofrecidas, siempre que 
resulten pertinentes y necesarias dadas en el tiempo y forma.

 3.2.9. En ese sentido, el Juez o Tribunal debe garantizar 
a las partes la atención a sus solicitudes de ofrecimiento de 
pruebas, siempre que: i) sean pertinentes, es decir, que 
guarden conexión con los hechos objeto del proceso; y, ii) 
tengan un grado de incidencia sobre el objeto del proceso, 
es decir, resulten relevantes, útiles y necesarios respecto 
al hecho que pretende ser probado. Empero cabe precisar 
que el derecho a utilizar medios de prueba pertinentes no es 
ilimitado, su ejercicio debe ser solicitado en la forma y momento 
legalmente previsto1.

3.2.10. En esa línea, el profesor Julio Maier sostiene 
que la producción de prueba de descargo (o de cargo) es 
considerada una facultad imprescindible como manifestación 
del derecho de defensa. Facultad que genera el deber del 
Tribunal de ordenar su recepción, salvo cuando la prueba 
ofrecida sea evidentemente impertinente (no referida al 
objeto procesal concreto) o superabundante (excesiva para 
demostrar el extremo que se pretende)2. Además, afi rma que 
la inobservancia por el Tribunal de esta regla, oportunamente 
advertida, permite recurrir la sentencia por vía de la casación 
(falta de fundamento de prueba omitida) 3. Recibida la prueba, 
corresponderá al Tribunal valorarla. Para el acusador y el 
imputado ello signifi ca la posibilidad de argumentar ante el 
Tribunal el sentido que debe tener su decisión, desde el punto 
de vista fáctico y jurídico.

3.2.11. Por ello, la relación entre el derecho a la prueba 
pertinente y el derecho a probar resulta ineludible, pues según 
este último, las partes o un tercero legitimado en un proceso o 
procedimiento, tienen el derecho a producir la prueba necesaria 
con la fi nalidad de acreditar los hechos que confi guran su 
pretensión o defensa. Así, se trata de un derecho complejo que 
está compuesto por el derecho a ofrecer medios probatorios 
que se consideren necesarios, a que estos sean admitidos, 
adecuadamente actuados, que se asegure la producción o 
conservación de la prueba a partir de la actuación anticipada de 
los medios probatorios y que estos sean valorados de manera 
adecuada y con la motivación debida, con el fi n de darle el 

1 Vid. San Martín Castro, Derecho procesal penal, Lima, INPECCP, 2015, p. 
130,

2 Vid. MAIER, Julio. Derecho procesal penal. Tomo I: Fundamentos. Buenos 
Aires, Editores del Puerto S.R.L. 1996. p. 587 (las negritas son nuestras).

3 Ibídem. p. 587
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mérito probatorio que tenga en la sentencia. La valoración de 
la prueba debe estar debidamente motivada por escrito con la 
fi nalidad que el justiciable pueda comprobar si dicho mérito ha 
sido efectivo y adecuadamente realizado4.

3.2.12. Ahora bien, respecto a la prueba científi ca de 
ADN, se debe precisar que en los últimos años los constantes 
avances científi cos y técnicos han tenido un profundo impacto 
en el ámbito de la prueba. La dactiloscopia, la balística, la 
patología, entre otros, son ejemplos de esta proyección de 
los conocimientos científi cos en el campo de la investigación 
criminal. En esa línea, la explicación de la evidencia científi ca 
en el ámbito del proceso contribuye al esclarecimiento de los 
hechos y sirve como fundamento para un pronunciamiento 
condenatorio o absolutorio5.

3.2.13. En concreto, el carácter científi co de la prueba 
de ADN viene dado por el estudio de la Genética Forense, 
consistente en el análisis genético de la diversidad humana. 
Así, la importancia de la prueba de ADN en el ámbito forense 
reside en su potencial aplicabilidad para resolver casos que 
serían muy difíciles de esclarecer por los procedimientos de 
investigación convencionales y en su elevadísima fi abilidad 
de sus resultados. Así, los tipos más comunes de aplicación 
forense de la prueba de ADN, son la investigación biológica de 
la paternidad6, la resolución de problemas de identifi cación y 
la investigación de indicios en criminalística biológica, es decir, 
el análisis de muestras biológicas de interés criminal, como 
son los tejidos, pelos, restos óseos, fl uidos de sangre, saliva, 
semen, orina entre otros.

3.2.14. Ahora bien, el juez frente a la prueba científi ca de 
ADN no debe eximirse de realizar el trabajo de valoración. 
Es responsabilidad del juez interpretar esos resultados 
correctamente y atribuirles un determinado peso en la 
formación de su convicción sobre el hecho principal. Ello es 
importante, pues no es lo mismo que la prueba guarde una 
relación directa con el hecho principal que se pretende probar o 
que la prueba proporcione tan solo un indicio más para probar 
ese hecho principal.

3.2.15. Estamos en el primer supuesto, por ejemplo, 
cuando en el proceso por un delito contra la libertad sexual 
el análisis de ADN del semen encontrado en la vagina de la 
víctima demuestra que el semen es del acusado(o que no lo 
es). En este supuesto cabe decir que la prueba de ADN hace 
prueba plena (o excluye, según sea el caso) la culpabilidad del 
acusado. Asimismo, en este mismo delito, cuando la prueba de 
ADN evidencie la paternidad del menor engendrado producto 
de la violación. 

3.2.16. Estamos en el segundo supuesto, por ejemplo, 
cuando en el proceso por delito de homicidio, la prueba de 
ADN de unos cabellos encontrados en la escena de los hechos 
demuestra que los cabellos son del acusado. En este supuesto, 
lo único que prueba el análisis de ADN es que el acusado 
estuvo en la escena del crimen; pero no prueba que estuvo 
en el momento en que éste se cometió, y menos que fuera él 
quien lo hizo. El resultado de la prueba de ADN (que el acusado 
estuvo en la escena del crimen) no es más que un indicio de 
la culpabilidad del encausado. Para probar que el acusado es 
culpable se necesitan otros indicios o pruebas.

3.2.17. Por tanto, cuando en el proceso se presenta una 
prueba científi ca- ADN que guarde una relación directa con el 
hecho principal que se pretende probar, ésta debe actuarse 
en sede de primera instancia y en tiempo oportuno, así como 
efectuar su valoración previa a la emisión de sentencia por el A 
quo. El juzgador no puede sentenciar si no se ha efectuado la 
actuación probatoria de dicha evidencia científi ca. Lo contrario 
afecta el derecho a la prueba que es consustancial al principio 
de inocencia. 

3.2.18. Así también, en cuanto a la motivación de las 
resoluciones judiciales cuestionado por el recurrente, como bien 
lo ha precisado esta Suprema Sala en la Sentencia Casatoria 
número tres guión dos mil siete, del siete de noviembre 
de dos mil siete, en la cual establece que: “la motivación 
constitucionalmente exigible requiere de una argumentación 
que fundamente la declaración de voluntad del juzgador y 
atienda al sistema de fuentes normativas establecido”. Así, 
una debida motivación es aquella decisión que se sustenta en 
criterios de racionalidad y razonabilidad, esto es, respetando 
las pautas de la lógica formal ciñéndose a lo previsto por el 
derecho y las conductas sociales  aceptadas, de no ser así, 
se originaría el vicio procesal llamado motivación defectuosa 
en sentido estricto, lo que indudablemente vulnera el principio 
lógico de congruencia; que, en efecto, toda sentencia -sea 
absolutoria o condenatoria- debe ser la expresión lógica de 
la valoración concreta de las pruebas practicadas -motivación 
fáctica- y de la interpretación de la norma aplicable -motivación 
jurídica-, de modo que se garantice al justiciable una resolución 

fundada en derecho; de ahí que, una de las manifestaciones 
de la garantía de la motivación de resoluciones judiciales es 
la exigibilidad al órgano judicial para que explique las razones 
que sustentan su fallo, de modo que haga posible conocer las 
pruebas y el razonamiento en virtud de los cuales condena 
o absuelve a un encausado, y del mismo modo, las razones 
legales en cuya virtud la conducta se subsume o no en el 
tipo penal materia de incriminación; que este derecho es una 
garantía de las partes del proceso, mediante el cual se puede 
comprobar que la resolución  expedida es consecuencia de una 
exigencia racional  del ordenamiento  jurídico  y no producto de 
la arbitrariedad judicial.

 3.2.19. Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado 
también, que “el derecho a la debida motivación de las 
resoluciones judiciales, es una garantía del justiciable frente 
a la arbitrariedad judicial y garantiza que las resoluciones 
judiciales no se encuentren justifi cados en el mero capricho 
de los magistrados, sino en datos objetivos que proporciona 
el ordenamiento  jurídico o los que se derivan del caso”7. En 
esa línea, la motivación debe abarcar: a) la fundamentación del 
relato fáctico con exposición de las pruebas de las imputaciones 
que el mismo contiene; b) la fundamentación de la subsunción 
de los hechos declarados  probados en el tipo legal procedente, 
con análisis de los elementos descriptivos y normativos,  tipo 
objetivo y subjetivo y circunstancias modifi cativas; y, c)  la 
fundamentación de las consecuencias penales y civiles, por 
tanto, de la individualización de la pena y medidas de seguridad 
en su caso, responsabilidades civiles, costas y consecuencias 
accesorias. Cabe precisar, que la mera indicación de las 
pruebas  que sustentan el fallo, no constituye motivación, pues 
no hay una explicación sobre ellas.

3.3.  ANÁLISIS EN EL CASO CONCRETO

3.3.1. En atención a lo antes expuesto y luego de revisar 
la decisión adoptada por la Sala Penal de Apelaciones, se 
aprecia que tanto éste como el Juzgado Colegiado en sus 
respectivas fundamentaciones no se advierte que hayan 
consignado elementos probatorios que logren enervar la 
garantía constitucional de presunción de inocencia que le asiste 
al recurrente Carrión Quito; denotándose además la infracción 
de la garantía de motivación de las resoluciones judiciales, al 
existir defi ciencia en su motivación interna ya que carece de 
coherencia en su justifi cación, pues las razones en que justifi ca 
su decisión resulta confuso e incongruente.

3.3.2. Así, el Tribunal de instancia en un primer momento 
razona que no es necesario efectuar una valoración de la prueba 
biológica de ADN a fi n de determinar la paternidad del neonato 
producto de la violación sexual [véase considerando 3.3.3 
c - obrante a fojas doscientos sesenta y siete]. Sin embargo, 
líneas posteriores, sin mediar fundamentación alguna concluye 
que existe como hecho probado y cierto que la agraviada ha 
mantenido relaciones sexuales [con el progenitor-encausado] 
y producto de ello ha alumbrado a un neonato, concretándose 
la autoría directa del recurrente [véase considerando 3.3.6 c 
- obrante a fojas doscientos sesenta y ocho]. En ese sentido, 
se aprecia de la propia argumentación efectuada por la Sala 
Penal, que ésta presenta una sustancial incongruencia e 
inconsistencia en su justifi cación, pues según la propia Sala 
Superior se encuentra “fehacientemente probado”, que 
producto de la violación [relaciones sexuales con el encausado] 
la agraviada ha alumbrado a un neonato, sin embargo descarta 
la valoración del resultado de la prueba de ADN que vincularía 
científi camente o no al recurrente como progenitor del neonato y 
autor de la violación. Por lo que, dicho razonamiento efectuado 
por el Tribunal de mérito en la sentencia de vista resulta 

4 Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional del 17 de octubre de 2005, Exp. Nª 
6712-2005-HC/TC, fundamentos jurídicos 15.

5 Vid. San Martín Castro, Derecho procesal penal, Op.cit., p. 543.
6 Las pruebas de ADN para determinar la paternidad se realizan comparando 

la secuencia de ADN del padre, del menor y de la madre. La combinación 
de las secuencias de ADN del padre y de la madre debe dar como resultado 
la secuencia del menor; sólo de esta manera se tendrá una seguridad, ge-
neralmente de más del 99.9%, sobre la paternidad del menor de edad. Así 
también, respecto al índice de probabilidad de paternidad superior al 99.9%  
de la prueba de ADN. Vid. Vargas Ávila, R., la valoración de la prueba cien-
tífi ca de ADN. En Rev. Prolegómenos - Derecho y Valores, Bogotá, Volumen 
XIII- N°25, 2010. p 128.

 7 Vid. Sentencia del Tribunal Constitucional. Exp. N° 3264- 2009- HC/TC.
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arbitrario e incongruente, que la convierte en una motivación 
ilógica,  pues toda sentencia condenatoria o absolutoria debe 
ser expresión lógica de la valoración concreta de las pruebas y 
de la interpretación de la norma aplicable, a fi n de garantizar al 
justiciable una resolución fundada en derecho. 

3.3.3. Asimismo, se observa falta de motivación en la 
sentencia de vista, pues el Tribunal de mérito no expuso 
con argumentos determinantes las razones de la omisión 
en la actuación y valoración de la prueba biológica de ADN, 
solicitado por el recurrente en su apelación, pues esta 
prueba resulta ser pertinente y necesaria para tener certeza 
que el neonato es producto o no de la violación que sufrió 
la agraviada, más aún si la imputación se sustenta en gran 
medida en que el hijo de la agraviada es resultado de la 
violación sexual, máxime si la propia adolescente afi rmó que 
la única oportunidad en la que sostuvo relaciones sexuales 
fue cuando el recurrente abusó de ella. Por lo que, la Sala 
Superior al no compulsar y valorar dicho medio de prueba 
[prueba biológica de ADN] afectó también el derecho del 
recurrente a utilizar medios de prueba pertinente, pues este 
derecho garantiza a las partes la obligatoriedad del juzgador 
de atender a sus solicitudes de prueba ofrecidas, siempre 
que resulten pertinentes y necesarias dadas en el tiempo y 
forma. En ese sentido, al haberse ofrecido la prueba biológica 
de ADN tomándose las muestras pertinentes, dentro del plazo 
y con las formalidades que exige la ley, resulta insostenible 
soslayar la compulsa  y su valoración de dicha prueba, para 
llegar a la certeza del thema probandum y la responsabilidad 
del recurrente. 

3.3.4. Cuando en el proceso se presenta una prueba 
científi ca de ADN que guarde una relación directa con el 
hecho principal que se pretende probar, ésta debe actuarse 
en sede de instancia y en tiempo oportuno, así como efectuar 
su valoración previa a la emisión de sentencia. El juzgador no 
puede sentenciar si no se ha efectuado la actuación probatoria 
de dicha evidencia científi ca. Lo contrario afectaría el derecho a 
la prueba que es consustancial al principio de inocencia.

3.3.5. La aplicación forense de la prueba de ADN, se da 
en la investigación biológica de la paternidad, en la resolución 
de problemas de identifi cación y la investigación de indicios 
en criminalística biológica, es decir, el análisis de muestras 
biológicas de interés criminal, como los  tejidos, pelos, restos 
óseos, fl uidos de sangre, saliva, semen, orina entre otros. 

3.3.6. En los delitos contra la libertad sexual, cuando se 
trata de imputación contra una sola persona que ha mantenido 
relaciones sexuales con la presunta agraviada y a consecuencia 
de ello procrea un menor, es necesario la realización de la 
prueba científi ca de ADN a fi n de determinar la paternidad y la 
responsabilidad penal o no del encausado.

3.3.7. Por tanto, como ya se indicó precedentemente, el Ad 
quem no solo infringió la garantía constitucional de la presunción 
de inocencia, derecho a la prueba pertinente, sino también a la 
debida motivación de resoluciones judiciales, pues las razones 
en que justifi ca su decisión resultó incongruentes, por lo que 
estamos frente a una resolución no arreglada al mérito de lo 
actuado y a la ley, por lo que corresponde anularlo y disponer 
que otro Colegiado emita nuevo pronunciamiento, conforme lo 
establece el artículo cuatrocientos treinta y tres, inciso primero, 
del Código Procesal Penal.

3.3.8. De otro lado, atendiendo a que el encausado 
Melecio Gaudencio Carrión Quito, se encuentra recluido en el 
Establecimiento Penitenciario de Huaraz, por mandato de la 
sentencia de fecha veinticuatro de marzo de dos mil catorce 
-fojas ciento cuarenta del cuaderno de debates-, confi rmada por 
la sentencia de vista del dieciséis de mayo de dos mil catorce 
-fojas doscientos cincuenta y siete del cuaderno de debates-, y 
estando a que las mismas han sido declaradas nulas por este 
Supremo Tribunal, corresponde su inmediata excarcelación. 

DECISIÓN:

Por estos fundamentos, declararon:

I. FUNDADO el recurso de casación interpuesto por la 
defensa de Melecio Gaudencio Carrión Quito, por vulneración 
de la garantía constitucional de presunción de inocencia, 
derecho a la prueba pertinente; y la falta de motivación de 
sentencia.

II.CASARON la sentencia de vista del dieciséis de mayo de 
dos mil catorce -fojas doscientos cincuenta y siete del cuaderno 
de debates-, que confi rmó la sentencia de primera instancia 
-fojas ciento cuarenta del cuaderno de debates- del veinticuatro 
de marzo de dos mil catorce, que condenó al citado encausado 
como autor del delito contra la libertad sexual, en la modalidad 
de violación sexual, tipifi cado en el primer párrafo del artículo 

ciento setenta del Código Penal, en agravio de la menor K.M.M, 
y le impuso seis años de pena privativa de libertad efectiva; y,

III. NULA la citada sentencia de primera instancia -fojas 
ciento cuarenta del cuaderno de debates-.

IV. ORDENARON que otro Colegiado emita nuevo 
pronunciamiento, teniendo en cuenta lo expuesto en la parte 
considerativa de la presente resolución; y,

V. ORDENARON: la libertad del mencionado procesado, 
siempre y cuando no exista mandato de detención en su contra, 
ofi ciándose vía fax a la Sala Mixta Transitoria Descentralizada 
de la Provincia de Huari  para su excarcelación. 

VI. ESTABLECER como doctrina jurisprudencial vinculante 
lo señalado en el considerando 3.3.4, 3.3.5, 3.3.6 de la presente 
Ejecutoria Suprema de conformidad con el inciso cuarto del 
artículo cuatrocientos veintisiete del Código Procesal Penal 
respecto a la necesaria realización de prueba científi ca de ADN, 
su actuación en sede de instancia y su valoración previo a la 
emisión de sentencia.

VII. DISPUSIERON que la presente sentencia casatoria se 
lea en audiencia pública por intermedio de la secretaria de esta 
Suprema Sala Penal; y acto seguido, se notifi que a todas las 
partes apersonadas a la instancia. 

VIII. MANDARON que cumplidos estos trámites se 
devuelvan los autos al órgano jurisdiccional de origen, y se 
archive el cuaderno de casación en esta Corte Suprema.

IX. PUBLICAR en el Diario ofi cial “El Peruano” conforme 
a lo previsto en la parte in fi ne del inciso tres del artículo 
cuatrocientos treinta y tres del Código Procesal Penal.

S.S.

VILLA STEIN

RODRÍGUEZ TINEO

PARIONA PASTRANA

HINOSTROZA PARIACHI

NEYRA FLORES
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA

SALA PENAL PERMANENTE 
CASACIÓN N° 626-2013

MOQUEGUA

Sumilla: Establecen doctrina jurisprudencial sobre la 
audiencia, motivación y elementos (fumus delicti comisi, pena 
probable, peligro procesal –peligro de fuga–) de la medida de 
prisión preventiva.

Lima, treinta de junio de dos mil quince.

VISTOS: En audiencia pública; el recurso de casación para 
el desarrollo de doctrina jurisprudencial, en relación con la causal 
de inobservancia de garantías constitucionales de carácter 
procesal, interpuesto por el representante del Ministerio Público 
de la Primera Fiscalía Superior Penal de Moquegua, contra el 
auto de vista del veintiuno de octubre de dos mil trece, obrante 
a fojas doscientos setenta y tres, que por mayoría revocó la 
resolución del veintiséis de septiembre de dos mil trece, que 
declaró fundado el requerimiento de prisión preventiva contra 
Marco Antonio Gutiérrez Mamani y reformándola: dictaron en su 
contra comparecencia con restricciones sujeta al cumplimiento 
de las siguientes reglas de conducta: a) Comparecer 
quincenalmente al Juzgado de Investigación Preparatoria que 
previno, a efectos de registrar su asistencia e informar de sus 
actividades. b) No variar su domicilio ni salir de la ciudad sin 
autorización judicial. c) Abstenerse de cercanía a la familia 
de la víctima y testigos, inclusive la comunicación telefónica. 
d) Prohibición de frecuentar lugares de expendio de bebidas 
alcohólicas y drogas. e) Obligación de concurrir puntualmente 
a todas las citaciones que efectúe el Ministerio Público en la 
investigación preparatoria en curso, así como a las que realice 
el órgano jurisdiccional. f) Pagar una caución económica 
de siete mil nuevos soles, previa a la excarcelación. Bajo 
apercibimiento, en caso de incumplimiento, de revocarse la 
decisión; en el proceso que se le sigue por la presunta comisión 
del delito contra la Vida, el Cuerpo y la Salud - homicidio 


